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de diciembre de 1829), y el tribunal de casacion mismo (V. sobre 
todo la sent. deo. de 6 de junio de t83l}, consideraron la nulidad 
como pudiendo cubrirse entre los asociados por medio de la ejecu-:­
cion voluntaria de las convenciones sociales. Para admitir esta es­
cepcion de incontestacioo, seria preciso atenerse únicamente al 
interés de los miembros de la sociedad, pero entonces se correría 
el peligro de probar demasiado; porque, si no se trata sino de este 
interés respectivo, carece de objeto la misma nulidad, puesto que 
los asociados oo nece,ilan otra manife:;tacion csterior para io~trnir-
se de la convencion que formaron. Solo ha podido introducirse la 
nulidad por habérsela considerado como de órden público, para • 
asegurar por medio de una sancion enérgica, la observancia de las 
formas exigidas. Es pues preciso suscribir, por temible que sea, á 
la doctrina eonsagrada en otras sentencias (Y. entre otras, la de 30 
de enero de 18:59 y la de cas. de 31 de diciembre de i8i-4), segun 
las cuales, no puede cubrirse la nulidad por una ra1ificacion e3presa 
ó tácita (1 ). 

Si la jurisprudencia trata de atenuar el rigor del artículo 42 del 
Código de Comercio en cuanto á las relaciones de los asociados en­
tre sí , considera, al contrario, tan favorable la disposicion que 
permite á los asociados prevalerse, respecto de los terceros, de la 
omision de las formalidades legales, que propende á aplicarla tam­
uien á las sociedades civiles. Tal es la doctrina de una sentencia 
denegatoria de 23 de noviembre de 18U, seguu la cual el artícu­
lo 1834 del Código Napoleon que exige la estension por escrito 
cuando el objeto es de valor de mas de ciento cincuenta francos, 
no podria oponerse a los terceros que hubieran contratado con una 
sociedad públicamente conocida, cualquiera que fnese su carácter. 

'Aun cuando sea peligroso argüir del derecho especial al derecho 
comun, debe convenirse en que hay en estas dos hipótesis la misma 
razon para decidir. Cuando una asociacion cualquiera, aunque tu­
viese por objeto especular con inmuebles, como la csplotacion de 
una mina, ha funcionado durante cierto tiempo á vista y paciencia 

( t) Por ~ntencia denegatoria de '2s de febrero de t859, se ha estable· 
cido sobre uo caso muy delicado, el de una sociedad oo legalm~ote pu­
blicada que hizo un arri,wlo por el acta social eoo uoo rle los asociados. El 
tribuoal rle c,sacion decidió que debería consid_erarse al asociad~ arr_eo_da• 
dor como un tercero, puP.sto que el arrieodo tiene una e11stenc1a distinta 
de la de la sociedad. 
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de todos, seria sumamente duro subordinará la repre3cntacion de 
un acto social escrito la validez de empeños que contrajo con ter­
ceros. No se trata aquí de un hecho que haya pasado en cierto 
modo en un instante indivisible, como el préstamo ele una cantidad 
en dinero, sino de una série de operaciones que constituyen, res­
pecto de la sociedad, una especie de posesion que puede sin peligro 
probarse contra ella con el auxilio de la prueba testimonial. 

Además, aun en las relaciones entre los asociados, no se exige 
escritura sino conforme al derecho comun en materia civil; sin que 
sea necesario producir una acta social, y bastando un principio de 
prueba por escrito para autorizar la prueba por medio de testigos 
(sent. cien. de n de febrero de 1858). 

186. Los principios que acabamos de consi~nar, en cuanto á las 
sociedades civiles y mercantiles, cuya existencia no se justifica por 
escrito en debida- forma, tienen aplicacion en las sociedades tácitas 
(taisibles), formadas por un acto de cohabitacion entre personas que 
viven á mesa comun, confundiendo de esta suerte su haber lo mis­
mo que sus beneficios. Estas sociedades, muv eu uso en la Edad 
Media y que sin·ieron poderosamente, ya á I; manumision de los 
siervos, )ª á los progresos de la agricultura, recibieron el primer 
ataque, cuando se promulgó la ordenanza de Moulins , que por el 
m1:ro hecho de exigir la prueba en toda clase de conyenciones de 
alguna importancia, escluia estas sociedades tácitas. Bánse conser ­
vado, no obstante, en ciertas provincias, cuyas costumbres las 
autorizan espresamente, y aun bajo el imperio de costumbres 
mudas han sido admitida~, al menos entre los campesinos, por 
graves autores, especialmente por Lebrun (Tratado de las socieda­
des tácitas, á continuaciuo de su Tratarlo ele las sociedades). Por 
último, los redactores del Código manifestaron formalmente la in­
tencion de no admitir ya las sociedades tácitas, contra las cuales 
se dirige especialmente la dispo~icion del art. 183! (v. la esposicion 
de motivos del tftulo de la~ sociedades v el discurso del orador del 
Tribunado). No es, pues, posihle que se~ejantes sociedades puedan 
producir efecto para el porvenir, en cuanto llega á cesar el acuerdo 
unánime que las sostiene. A~í, la audiencia de B~san~on , des pues 
de haber declarado tener efectl) una sociedad de esta clase , por 
sentencia de 28 de diciembre de t842, volvió á atenerse al derecho 
comun por otra de 23 de abril de t841í. Mas en cuanto á lo pasado. 
debe tener lugar lo regulado sobre las convenciones tácitas de las 
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parles, y á este efecto se admite la prueba testimonial , puesto que 
las asociaciones de esta importancia, tales como las que se usan 
aun en el dia , especialmente en el Franco Condado_, tolera_n una 
especie de posesion, la cual puede probars:, repetimos , srn dar 
lugar al peligro de que se sobornen los testigos. 

Por derecho e~pañol, el contrato de arrendamiento queda per~eccionado 
desde que los co~lray~ntes se convie~en en el obje_to del arriendo Y s~ 
precio, siendo obligatorio para ambos¡ s10 e~bargo, ~1 pactaron que se hu 
hiere de com~nu por escrito, será necesario cumplir este pacto par~ que 
el contrato quede perfecto (V. la ley 2, lit. 8, Part 5). A~i. Sil ha ratifica­
do tambien por sentencia del Tribunal Supremo. de Just1c1a de 24 de no­
viembre de i859, haciendo comun e,ta doctrina á los _demás cc,ntratos 
consensuales. En consecuencia de esta doctrrna, es adm1s1b1e por derecho 
español la prueha de testigo'! para acreditar, tanto el hecho de haberse co~ · 
traído el contrato de arriendo como el d~ haberse ó no pactado que h_a~1a 
de otorgarse escritura p~blica. Asl _lo raufica el hecho de h~berse ad_m1t1do 
la prueba testilical paraJu;t16car dichos estremos en el caso que d16 lu-
gar á la sentencia mencionada de 1850. . . 

El proyecto d~I Códigp c_ivil de 1851, ex1g1a qu~ estos contratos ~e es­
tendierao eo escritura publica (V. el art. 1003, num. 4. V. tamb1en la 
adicion al oúrnero 152 de esta obra. . . 

Respecto de las transacciones, considerándo~e como una ena1enac1?n de 
bienes rigen respecto de este contrato las mismas reglas y escepcwnes 
que e; cuanto á los c~nsen~uales y que á l_os de compra venta. Véase la 
adicion inserta á cootmuacmn del num. 152. . . 

El proyecto del Código civil_ de 1851, requer1a, que se. redactase escr1 • 
tura pública para las transacciones _sobre cuaolla de cien 6 ma~ duros, 
siempre que recayeran sobre bienes mmuebles (_V. ~I art: 1003, n~m, tO). 

En cuanto á las particione~ de bienes hered!tar1os, s1 se pra~llca_o es­
trajudicialmente, suelen consignarse por. escrito por la compl1cac1on_de 
sus operaciones, y hay necesidad de reducirlas á e_scr!l~ra cuando los !110 -
nes á que afectan son inmuebles, y si ~e_efectuao JUd1c1alf!1ente, se sigue 
un juicio debiendo someterse las part1c1ones á la aprobac1on del Juez, se· 
gun pm~r1be el art. 491 1e la Ley de_ ~njuiciamieoto_ c!vil. La misma ~e: 
previene que las r_eclamlc1one_s y opos1c1ones que se lucieren co~tra el 10. 
-ventario de los bienes hered1tar1os, sn avalúo, y contra las mismas par 
ticiooes se sustancien por la vía del ¡uicio ordinario (V. _los a~t~. 437,468, 
490 y 491. El art. i004, núm. 2 del prorec_to del Código_ CIVIi de l 851, 
requería que se redacta~en en e!cr1tura publica, l~s part1c10nes. de he_rim • 
cías cuyo importe esced1ese de aOO _ dur?s 6 en las cua_les hubiera bienes 
inmuebles, aunque fuese por sum~ mferior á dicha cant_1d_ad. • 

Acerca de las sociedades const1tu1das por derecho c1v1I, á que hace_ re 
fereocia M. Boonier en el núm. 185, siendo este contrato C?nsensual, rigen 
sobre él las reglas y sentencia del Tribunal Supremo ~m~a. espuestos al 
tratar del contrato de arriendo. Ko el proyecto del Có'.l1go CIVIi de 1851, se 
previene art. 1003, núm. 3.', que el contrato de sociedad se _redacte_en 
escritura pública cuando ésta sea universal, J cua~do sea particular, ª! es 
d1: ulor de cien ó mas duro!, ó algunos de los b1eoes aportados son m-
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muebles. Esto mismo regirá para la prorogacion de dicha sociedad, cuan• 
do hubiere sido constituida por tiempo determinado. 

Stbre los contratos mercantiles á que se refiere M. Boonier eo el nú­
mero 182, á saber, el de seguros y el de préstamo á la gruesa, dispone 
nuestro Código-de Comercio de t 829, que «el contrato de seguro ha de 
constar en escritura pública ó privada para que sea eficaz en juicio.» Mas 
como dicP. un acreditado escritor, esto no impide que el que ha estipulado 
el seguro pueda demandar al que se niega al otorgamiento de la escritu­
ra, o_o por la acci~n oac!da del contrato d~ seguro, sioo por la general qu~ 
proviene de la est1pulac100. Las formas diferentes de su celebracioo y los 
efectos respectivos de cada una son las mismas que con respecto al con­
trato á la gruesa se prescriben eo el art. 8t2. (V. el art. 840). 

Ea dicho art. 812 se dispone, que los contratos á la gruesa pueden 
celebrarse: por inslrumenlo público con las solemnidades de derecho; por 
póliza firmada por las par1.es con interveocion del corredor y por documento 
privado entre lps ~ontrayeotes. ~os co~trat~s á la gru_e~a que consten por 
rnstrumento publico traen apareJada e1ecuc100. El mismo efecto produci­
rán cuando habiéndose celebrado con intervencion del corredor se com­
pruebe la pól iza del demandante por el registro del corredor que in ter vi­
no en el contrato, siempre que éste se encuentre con todas las formalida­
des que previene el art. 95. Celebrándose privadamente entre los contra­
tant~s. no será ejecutivo el contrato, sin que conste de la aoteoticidad de 
las flrma,s por re~o~ocimiento judicial de los mismos que las pusieron, ó 
en otra forma ~uhc1eote. Los préstamos á la gruesa contraídos de palabra 
son iosu6cientes en juicio, y no se admitirá en su razon demanda ni prue• 
ba alguna. 

Res~ecto á las sociedades comerciales, segun el art. 284 del Código de 
Comercio, todo contrato _de sociedad se ha de reducir á escritura pública 
otorgada co~ las solemnidades de derecho; y el art. 285 previene que si 
los que hubieren proyectado reunirse en sociedad consignaren su; pactos 
eo ~n documento privado, valdrá éste al erecto de obligarlos á la formali• 
z~c1on del contrato en la forma sobredicha, que se habrá de verificar in­
d1spens~blemente antes que la sociedad dé principio á las operaciones dtt 
comercio. L~ contrayeocion de es_te artículo será suficiente escPpcion con­
tra toda acc100 que mteote la sociedad por sus derech9s, ó bien cualquie­
ra de sus sócios por los que respectivamente le competan, y será de car­
go de. la sociedad ó del sócio demandante acreditar que la sociedad se 
constituyó con .. las solemnid~1es que va_o pre~critas, s_iempre que el de­
mandado lo_ e11¡a. La compama además mcurr1rá por dicha omision en la 
mult~ d~ mil reales velloo, El art. 289 dispone, que cualquiera reforma 6 
ampllac1on que se haga sobre el contrato de sociedad deberá formalizar•• 
se con las mismas formalidades prescritas para celeb¡arlo. 

Acer~a de la pu,hlicacioo de las sociedades mercantilPs que meociooa 
M. Bonn1er en _el oum. i84, lo~ arts. 25 al 31 de nuestro Código di~pooeo, 
que los comerc1ant~s estén obligados á presentar en el registro público y 
g~neral de comercio de s~ provincia las escrituras en que se contrae so­
ciedad mercantil, cualqmera que sea su objeto y denominacion, estable­
ciendo la_ forma en que hao de tomarse razoo en el registro, y sus efectos; 
Y cooteménd~se respecto de éstos en. el art. 28 una disposicioo análoga 
á la del art. 42 del Código de Comercio francés espuesto por M. Bonnier­
e~ el oúm. 185, puesto que en él se previene que las escrituras de so­
ciedad ~e que oo se tome razon en el registro de comercio, no produci -
rán acc1on entre los otorgantes para demandar los derechos que en ellas 
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t87, Ya hemos dicho, que además de la esclusion de la prueba 
testimonial en materia convencional, que se remonta hasta la or­
denanza de Moulins, hay en el derecho francés _respecto de_las cues• 
tiones de estado, esclusiones fundadas en motivos algo diferentes, 
'V cuya naturaleza y estension están lejos de ser las mismas. Estas 
~sclusiones no son corolarios de la que pronuncia la ordenanza de 
Moulins, si no que provienen generalmente de d1sposic1ones poste· 
riores, algunas hasta del Código Napoleon tan solo. . 

t88. Aunque en Roma se prescr1b1ó el llevar reg1s1ros en for• 
ma, al menos para )os nacimientos, desde ~I reinado de Marco Au­
relio, ut si quando de statri qurestio esset, inde probatrones ¡,eteren-
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tur, qui&, á quo editus esset (Julius Capitolinus, vida de Marco 
Aurelio, §. 9), se admitió siempre la libertad indefinida de la prueba 
testimonial respecto de las cuestiones de estado: •Si vicinus vel aliis 
scientibus,• dice el emperador Probo (l. 9, Cod. de nuptiis) uxorem 
liberorum procreandorum causa domi hahuisli, et ex eo matrimonio 
filia suscepta est, quamvis neque nupliales taholai, neque ad natam 
filiam pertinentes íactai sunt, noo ideo minas veritas matrimonii, 
aut susceptre filia, suam babel potestalem., Las actas de que habla 
e,te testo, tabulre, llamadas algunas veces professiones parentum 
(Celso, l. 13, Terentius Clemens, l. 16, Scevola, l. 29, §, t, D. dt 
probat. ), no eran otra cosa que registros domésticos ( 1 ). No se dero -
gó esta gran latitud sino tocante á la ingenuidad, á la cual dabu 
los romanos una gran importancia (V. en el Digesto el titulo de to • 

llusio11e delegenda); lo mismo que hoy, en América, aun en los Es­
tados que no admiten la esclavitud, hay una preocupacion arraiga­
da en las costumbres contra los hombres de color. La prueba or•t 
no podia bastar para probar el estado de ingénuo. ,Si tibi contro­
versia ingenuitatis fiat, dice Alejandro Severo (l. 2, Cod. de testib.) , 
•defende causam tuam instrumentis et argumentis quibus potes. 
Soli enim lestes ad ingenuitatis probationem non sufficiunt (2¡. 

i89. En nuestro derecho moderno, cuando se han establecido re­
glas fijas para probar el estado de las personas, se ha descartado 
la prueba testimooial, no bruscamente, como hizo la Ordenanza de 
Moulios respecto de las convenciones, sino sucesivamente, paroial­
mente, y con numerosas distinciooes, segun la naturaleza de los ca­
sos. El uso de probar por escrito los nacimientos, matrimonios y 
defunciones (3) se ha tomado de las prescripciones de la Iglesia 
católica, establecidas para r,onsignar la administracion de los sa­
cramentos, y adaptadas despues á las necesidades de la sociedad 

(l) Véase M, IJerorne, prueba del estado civil entre los romano, (Bn, , 
de Legisl: nuev. ser., torno 111, pág. 261.) 

(2) Los registros instituidos por M<1rco Aurelio, se refor1ao especial ­
~ente á las cuestiones de libertad 6 de ingenuidad, ut si forte alli:Juü , 
dice Elio Capilolioo (loe. cit.) eawam liberalem dioeret, testatioms 1n&C 
fie~ent. Los registros del censo hao debido tamb1eo emplearse con este 
Objeto, p~esto que sti maournitia por censo. Pero se sabe que llegó á oo 
haber registros s100 en largos intervalos, habiendo caido enterarnellt e en 
desuso despues de Dacio. 

(3) Conviene consultar el curioso trabajo de M. Loir sobre el e,tado 
religioso y civil de los católicos en Francia antes de 1792 (R.evi~ta de dt .. 
reebo francés y estraujero, tomo VI, pág. 701). 
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civil. Hállanse vestigios de este uso en San Gregorio Niceno y eo 
San Agustín. En el siglo XVI, cuando ya se habían esforzado m11-
chos símbolos en regularizar el modo de llevarse los registros por los 
curas párrocos, la autoridad civil se apropió en cierto modo la ins­
timcion canónica, para hacer prevalecer la prueba escrita sobre la 
prueba testimonial. Las ordenanzas de Villers-Collerets (art. 50 
y sigs.) en !837, y de Blois (art. 181), en 1579, prescribieron que 
se mencionara la hora del nacimiento, así como la de la defuncion, 
y mandaron á los etiras que depositaran un registro en los juzga­
dos de las bailías y senescalías. Pero se observó muy mal estas or­
denanzas, así es que no se había mencionado la lecha del nacimien­
to en los registros conservados en París sino desde !668, y el de­
pósito de las actas en los juzgados reales, aunque mandado por la, 
Ordenanza de 1667, no se organizó definitivamente sino por la de 
19 de abril de 1796. En cuanto á los protestantes, puestos fuera 
del derecho comun por la revocacion del edicto de Nantes de 1685, 
solo se permitió por ua edicto de noviembre de 1787, consignar en: 
forma su estado civil. Finalmente, la ley de 20 de noviembre de 
-179!, estableció un modo uniforme de estender las actas por una 
a11toridad puramente civil, para la prueba de los nacimientos, ma­
trimonios y defunciones. El Código Napoleon no ha hecho mas que 
reproducir esta ley con algunas modificaciones. 

La consignacion ó prueba de los nacimientos, matrimonios y de­
funciones por medio de registros, independientemente de toda opi­
nion religiosa, propende á prevalecer actualmente entre las n~cio­
nes mas adelantadas. Así, hasta nuestros dias, no babia en logla­
lerra mas que registros parroquiales, inslit11idos en 1538 por lord 
Cromwell en tiempo de Enrique VIII. Hoy se ha establecido por 
varios estatutos (6 y 7 Guill. IV, cap. 84-86, l. Vicl., cap. 22), 
que lleve registros el escribaoo del distrito donde todo interesado, 
cualquiera que sea su creencia religiosa, puede hacer consigoar los 
actos de la vida civil. 

190. Para evitar toda confusion, en esta materia, conviene Ira­
lar á parle, desde luego, del nacimiento y de la defuocion, que son 
simples hechos, y despues, del matrimonio y de la filiacion, que cons-
1i111yen relaciones sociales. Compréndese que la ley ha debido ser 
mas suave respecto de la primer clase de hechos qne de la segun­
'da, que se refiere á las cuestiones de estado propiamente dichas • 
Ya verémos despues que, a11n respecto de estas últimas cueslioaes, 
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se apoya la prue_ba e~ principios enteramente distintos, segun qut 
se trata de matrimonio ó de filiacion. 

del ~~t•~tras_ •.~liguas leyes españolas guardan silencio sobre los registros 
bros ó a otc;v1 Í esto es, como lo entiende el derecho francés sobre los ti ... 
les roa Í cu as que deben llevarse por funcion&:rios ó aut~ridades civi• 
mi:!t:oera m~ote del órdeo a9ministrativo, para hacer constar los naci-

En 8É_ma!r1tnoo10s Y defunciones que ocurrao en cada poblacion, 
-cia segu:sptna, romo eMn la mayor parte de los países, y en la misma Fran-

'· n 1ace no_tar_ r. Boonier en el número t88, se confiaron de mu 
:ntiguo ~ los ecles1ást1cos estos registros; pues como dice un célebre or/ 
b~~,d~<~~ : tan na~~¡al como que los mismo~ l~ombres cuyas oraciones Y 
<!100 ate~~· s se pe ian en las épocas del nac1m1eato, matrimonio y defuo­
ciedad · J~u;sen sus .fechas Y esteod1eran las respeclivas partidas; la so. 
iana· pr~:;t su c~nüanza á la que les habia coocedido ya la piedad cris .. 

~ent'e Y e~ necesario coufesar q~e. los_ registros se llevaban bien y fiel• 
dad eslºr uros hombres cuyo mm1ster10 e11ge instruccion y una probi• de la rutu· osa. Su cond!!,cta estaba garantizada por la sanc1on especial 
Concili!~1g;on Qll8 ensen~n.u Además, recibido en España como ley el 
tras leyes\ ~fnlo q~~ font1~ne d!sposiciones sobre este particular, nues• 
el dia. e aron ic las d1spos1c1ones que son las que rigen aun en 

ere pt estas_ razone.,, la comision del proyecto del Código de 1851 no 
con1a~~s1 m cfln~~o~e¡ite arran~a! el reg1~tro de manos de los párrocos f 
~iales sobreu!1 o icda e esdtado cml; mas s10 embargo, dictó reglas espe• 
ioterven i mo o como _ebian llevarse eslos registros, dando cierta 
Ya ante ~ on en esta mat.er1a ~ los funcionarios civiles del órdeo judicial. 
tablecie~J~~me¡°te se hab1an dictado varias disposiciones legales bien es ... 
observar a guo~s reglas ,mb!e la forma y solemnidades q~e debian 
c1rcunstaª:c!!!racu~rb )a eslens1on de las partidas en los registros ó las 
rta:! autorid que e ian contt!oerse. en e:;tos; bien encargando á va­
los naeim· ades del 61:deo ~dm101str11t1vo que llevasen registros civiles de 
man or ie~tos, malr_1monios y defunciones; pero estas disposiciones le• 
dlslic~ d ob¡eto e_spemalmente formar el ceo so de la poblacioo y la esta, 
órden d.'t~u dmo11m1eolo. Véase el decreto de 23 de ¡ul10 de 1835, la real 
<:iembre e enero y 10 de diciembre de 1836, la circular de 10 de di­
J de 6 die,i~fd¡ li'1renes de la Regeocia de 21 de noviembre de 1810 

queEJ~,"J f:tyecto de Código civil_ de 1851, se disponía en su articulo 334 
miento de I im!eotos, ma.tr1moo10s y defuoe1ones, as! como el reconoci• 
nado á este°!r~~{~~' deber1an constar en un registro especialmente desti-

EI art 335 'b' re istro d. prescr1 ia que los curas pérrocos llevaran por duplicado el 
na~imient~sque ha~laba el .artlc~lo anterior en tres libros; á saber' uno de 
s,guientes :i:,1J~ e~ 2~:1r:~~~1os Y otro de. defunciones. En los arllculos 
debian lle;arse dich rbª , se P!e~crib1an las solemnidades con que 
que acred· á os I ros, Y por ultimo en el articulo 347 se prevenia 
udo el r 1~ octose q~e oo babia existido 6 que se babia perdido ó inutili: 
•Ciones t~s;:!r~, podr1af probarse los nacimientos, matrimonios y defun• 
muert ' ,,or pap~ es emanados del padre J madre que hubieran 

o, corno por le,l1gos. Puedeu verse los erls. 348 al 378, y as( mis• 
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n¡o la, adiciones á lo, párrafos que comprende la segunda divisioo i la 
se~unda regla espuesta por M. Bonnier, en el núm. 136 de esta obra y las 
ediciones al lib. 2, seccion L', division 2.' (A. del T.) 

§. 1.-!lacimiento y delnncloa. 

SUMA810, 

191. Admisibilidad ,1e la prueba por testigos de estos hechos. 
192. Casos de perderse los registros. 
193. Caso; en que no ha habido obligaeion de llevarlos. 
194. Casos ea que h3 habido omision. • 

t9l.. Si las actas del estado civil son los medios regulares de 
probar el n~cimiento y la defuncion, no era casi posible exigir de 
un modo absoluto la existencia de un escrito para consignar hechos 
tan poco complejos (liejando aparte todo lo concerniente á la 61ia­
cion). Vamos ahora á ver, que puedeoirse á testigos generalmente en 
las diversas hipótesis en que llegan á faltar las actas de nacimiento ó 
de defuncion, bien porque se hayan perdido los registros, bien 
porque no se hayan llevado, ó que se baya omitido mencionar en 
ellos los hechos en cuestion. El Código Napoleon reproduce sobre 
este punto las disposiciones de la ordenanza de t66i (tít. XX, ar-
1ículo 17.). 

i92. El caso de pérdida de los registros, entra en la hipótesis 
mas general de la pérdida del titulo. Admitiendo entonces la prue­
ba por testigos, como tambien por papeles domésticos, el art. 4o 
del Código Napoleon no hace mas que aplicar el principio que au­
toriza, atendiendo á la necesidad, el restablecimiento, por medio 
de una informacion testifical, del contenido de una acta que ha 
sido destruida por fuerza mayor, aunque fuera solemne (núm. l. 75.). 
La pérdida de los registros, bastante rara en los tiempos modernos, 
ha ocurrido en Soisson, á consecuencia de los acontecimientos 
de la guerra, habiéndose formado de nuevo en virtud de una 
ordenanza de 6 de enero de 1815 (t). Por otra parte se hallan de 

(1) Eo Nápoles ha rntroducido útiles prevenciones un decreto del& 
de agosto de t8t5 para volver á formar los registro$, en semejante caso, 
creando para este trabajo uoa comisioo, la cual publica lístas que 11e ÜJ&D 
por e1pacio de dos me,es en los sitios públicos, qoedaudo ul somelidas 6 
la cqmprobacion de todos los interesados. 
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acuerdo la jurisprudencia y la doctrina para asimilar á la pérdida 
total de los registros la de la parle en que debia hallarse el acta 
que debia servir de prueba, segun se ha decidido respecto de los 
militares por el art. 5 de la ley de 13 de enero de l.817. 

t93. Si no se han llevado registros, se llega á la misma solu­
cion (art. 46 cit.) por otro motivo, á saber, que fué imposible re­
dactar acta del suceso cuando tuvo lugar. Habria imposibilidad. íí­
sica, cuando se hubieran interrumpido las comunicaciones, por 
ejemplo, en caso de inundacion. Habría imposibilidad solamente 
moral, en caso de negligencia por parle de los notarios ú oticiale s 
que no hubieran llevado los registros. Pero no se puede exigir que 
promuevan las partes un proceso á estos oficiales ó notarios, para 
acusarles de demora en ejecutar la ley. 

t94. Finalmente, el caso más delicado es el en que se haya 
omitido mencionar el nacimiento ó defuncion en registros que no 
presentan, por lo demás, ninguna señal de destruccion ó de altera­
cion pareial. Aquí, sin duda, si estuviéramos bajo el imperio de la 
regla del art. 1341, debería decidirse que pudo estenderse acta, Y 
que en sn consecuencia, no debe admitirse la prueba de testigos. Se 
invoca además en este sentido el argumento á contrario, sacado 
del art. 46, que no prevee sino los casos de pérdida y de no existir 
registros. Se saca un argumento de la misma naturaleza del ar­
tículo t9 del decreto de 3 de enero de t813, que para los acciden­
tes que ocurren en la esplotacion de una mina, autoriza escepcio -
nalmente para redactar nna acta de defuncion, sin haberse hecho 
presentar el cadáver. Pero estos raciocionios no tienen fuerza al­
guna si se penetra bien la idea de que la prueba testifical es de de­
recho comun, cuando no se trata de convenciones, sino de acon­
tecimientos del órden de la naturaleza (2). En su consecuencia, 
debe eliminarse el art. 1341: el art. 46 no es limitativo, porque 
no constituye un favor de la ley, sino una deduccion violenta de 
los principios generales, y lo mismo debe decirse del decreto 
ele t8t3, que suministra simplemente un medio de regularizar la 
prueba de la defuncion. Admitirémos, pues, con la jurisprudencia 

(2) La ordenanza, decia el abogado general Gilberl de Voisins, no so 
esplica sobre las materias de estado, como sobre las coo•eneioufttt; raspee· 
to á éstos, se vale de términos prohibitivos, imperativos; nada de lo cual se 
1é en la cuestion de estado. 
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(V. las sent. de 10 de junio de t850 y de 22 de abril de t83t), 
que se puede suplir hasta las omisiones de las actas del estado 
civil. Pero entonces será necesario para probar los hechos una 
informacion especial, mandada practicar por el tribunal y dirigida 
por uno de sus miembros. Debe· considerarse como concesiones 
enteramente escepcionales introducidas en favor del matrimonio, 
bien sea la fé que se concede á una acta de notoriedad estendida 
por un jaez de paz, mediante declaracion de siete testigos, para 
que sirva de acta de nacimiento al futuro cónyuge (Cod. Nap. 
artículo 70 y siguientes), bien sea la facultad de suplir, por medio 
de una declaracion juramentada de las partes y de los testigos el 
acta de defuncion de un ascendiente, cuyo último domicilio se ig­
nora (Dictámen del Consejo de Estado del 4 termidor, año XIII.). 

En sentido inverso, existe un dictámen del f7 germinal del 
año XII[, que no autoriza á las mujeres de los militares para con­
traer segundas nupcias sino con la condicion de presentar la parti­
da de defuncion de su marido. ¿Deberá verse en esto, como se cree 
generalmente, una restriccion particular destinada á prevenir el 
peligro de bigamia, y en su consecuencia aplicable aun á las muje­
res de los no militares? Observemos desde luego que no se trata de 
un artículo de ley, sino de una interpretacion cuya autoridad no 
puede alcanzar á mas que á la cuestion propuesta. Añadamos, para 
circunscribir bien el terreno de la dificultad, que este parecer no se 
aplica sino á los casos de omision en los registros; porque si se tra­
ta de la pérdida de éstos, ó de que no existan ó se lleven indebida­
mente, la ley de t3 de enero de 1817 (art. 5. 0

) que solo determi· 
na, es cierto, sobre las guerras de la Revolucion y del Imperio, pero 
que sienta evidentemente sobre este punto un principio general, 
autoriza á ordenar una prueba testimonial del fallecimiento de los 
militares, conforme al art. 46 del Código Napoleon. Pues bien; en 
esta ley se menciona á la esposa, así como á los herederos (art. 1.0

). 

Limitada al caso de omision en los registros, la decision del Consejo 
de Estado se justifica respecto de los militares por motivos especia­
les. El gran número de defunciones que han tenido lugar simultá· 
neamente en la guerra, se presta singularmente á errores sobre la 
identidad (t). La falla de inscripcion cuando se han llevado regís-

( 1) Por esto exige el Código (art. 96) tres testigos en las partidas de de• 
funcion estendidas ea el ejército. 
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tros en forma debida, deja siempre lugar á dudas sobre la exacti­
tud del hecho, y estas dudas deben bastar para impedir las segun­
das nupcias. El peligro es menor respecto de las defunciones ordi­
narias, cuando pueden ser tales su, consecuencias que no ocurra 
sombra de duda acerca de su identidad. No se puede, pues, argllir 
á par! del dictámen del t7 germinal del año XIII. A faHa de un 
testo prohibitivo, tendrán fundamento los tribunales para autorizar 
un segundo matrimonio, si el hecho de la muerte resulta de testi­
monios precisos y concordes. Su decision sobre este punto no po­
dría, en nuestro juicio, constituir á lo mas sino un fallo injusto ó 
falto de equidad, pero se comprende que debe usarse sóbriamente 
de un poder tan delicado. 

Pvr derecho español, que eo esta materia lo constituye el concilio de 
Trento, por estar admitido como ley en E-;pañ1, se di:;pone, que deben lle­
varse eo cada parroquia libros 6 registros en que los curas párrocos asien­
ten los nombres de los bautizados y de sus padres y padrinos, con espre­
sion del dia, mes y aiío, firmaod!l de su nombre cada una de las partidas; 
J autores acreditados añaden, que para forin 1r con eu.ctitud las partidas 
de b~utisrno, debe asegurarse e! pfrroeo de la identidad y procedencia del 
b_aut11.11.do, por el mismo padre, y en su deíecto, por la~ personas que asis• 
l1eron al parto 6 por el dueño de la casa en que parió su rnadra, si ao se 
hallase domicll1ado. Véase tambien la real órden de t.º de dtr.fembrij de 
i837, en que se determinan las circuustaac1as que baa de espresarse en 
las partidas de bautismo. 

Mas nuestro derecho admite la prueba de testigo á falta de p11tidas, 
y en los casos ordinarios en que hay prueba documental, para probar 11 
falsedad de ésta. (V. la A. á lo, núms. 211 y 223.) 

Eo el proyecto del Código civil de 1851, se d1Sponia, art. 3H, que los 
nacimientos se hicieran constar en un registro especialmente destinado á 
este efecto que debían llevar los párrocos, con los requisitos prescritos en 
los arliculos 335 al 346. 

Eo el art. H6 del proyecto del Código civil de 1851, se admite espre­
samente la prueba de testigos para acreditar los nacimientos, y asimismo 
la prueba por papeles emanados del padre y madre que hayan muerto, si 
se acreditaba no haber e11stido 6 lllb.m;e perdido 6 mutilado el registrn. 
Eo los arts. 318 al ~57 se especiHcabao las formali Jades con que debian 
consignarse las partidas de b:111ti~mo, y circunstancias qua debiao com­
prender. Véase la ajicioo inserta á cootinuacioo del núrn. i90, y lo que 
s~ espooe mas adelante eo las adicione:; al lib. 2. 0 seccioo t.•; 2.• dm • 
sion.-(A. d,l T.) 
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§. 11, .. lrimonio. 

SUMARIO, 

l95. Distiocion de la prueba directa y de la prueba por posesion de 
estado .. 

U6. Prueba del matrimonio en el antiguo derecho. 
l97. Poses ion de estado rechazada por el derecho moderno, 
t 98. Efecto que puede producir en favor de los hijos. 
199. Casos ea que no ha habido registros y en que se ha omitido lle• 

varios. 
200. Casos en que ha sido ioscrito el acto en una hoja volante. 
20 l. Rescision. 
202. Legislacion inglesa sobre este punto. 

195. Cuando no se trata de un acontecimiento de tal naturaleza 
que se verifique en mi• momento dado, como el nacimiento y la 
muerte, sino á causa de una relacion que se destina á perpetuarse, 
como el matrimonio y la filiacion, se concibe (independientemente 
del acto) que hay dos vías muy distintas para conseguir la prue­
ba. La una consiste en consignar directamente el hecho generador 
de la relacion; la celebracion del matrimonio, por ejemplo. La otra 
consiste en consignar indirectamente esta misma relacion, reunien­
do los hechos que la hacen verosímil, y agrupándolos en un haz, 
por decirlo así, para probar el derecho por medio del ejercicio del 
derecho, la propiedad por medio de la posesion. Esto es lo que se 
llama probar la posesion de estado, mientras que por el primer modo 
se demuestra directamente la propiedad, en cierta suerte, de este 
mismo estado. El mérito respectivo de estos dos modos de pruebas 
varía esencialmente, segun que se trate del matrimonio ó de la 61ia­
cion, de que vamos á ocuparnos sucesivamente, haciéndonos cargo 
de estas diversas soluciones. 

196. Respecto del matrimonio, de que tratamos en primer !u• 
gar, veriticábase en Roma por medio de la posesion de estado. En 
efecto: sabemos que no se requería ninguna convencion solemne 
con tal ó tal forma, y que la uxor no se distinguía de la concubina 
sino por la naturaleza mas elevada del arecto que se le maniíesta­
ha. Así, pues, cuando no se podían justificar ceremonias especiales 
(11uptim), se podia investigar con posterioridad al hecho, la volun­
tad de las parles en el carácter que presentaba su union á los ojos 
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de la sociedad, se podia analizar los efectos para remontarse á la 
cansa. 

En la Edad media, el derecho canónico que arreglaba las condi -
ctones del matrimonio, permitía contraerlo por palabras ,le pre­
sente (1) (verba de prresenti), las cuales no exigían ninguna cere­
monia particular. La bendicion nupcial solo se requería para el sa­
cramento, y el matrimonio mismo de los infieles no necesitaba re­
novarse, cuando entraban en el gremio de la Iglesia. Tal es la doc­
trina terminante de Santo Tomás de Aquino. Como no era posible 
referirse únicamente á la memoria de los que habían oído las pala­
bras de presente, se debia tambien con frecuencia en esta época, 
probar la legitimidatl de la un ion por la naturaleza de las relaciones 
de las personas, que se babian tratado siempre y á quienes se babia 
siempre considerado como marido y mujer. Esta doctrina estaba 
aun en pleno vigor despues de la promulgacion de la ordenanza de 
)loulins; porque auoque el matrimonio se funda en un contrato ó 
convencion, siempre ha estado sometido á reglas especiales. Boiceau 
(part. f.', cap. 4) admite aun indefinidamente los testigos, bien se 
trate de la prueba directa, quu,n Caius pri:ese11tibus et consen­
tientibus pal'entibus et vicinis, accepit Caiam fa Ull)orem; bien 
se trate de la prueba indirecta, quum pllblice tenuit eam et aluit 
in uxorem, vicinis scientibus (2). El Concilio de Trento fué el que 
en su sesion vigésimacuarta, pronunció la nulidad de las uniones 
clandestinas, mandando á las partes contraer matrimonio pr{JlSente 
paroclw et duobus vel tribus testibus (3). Este decreto no se recibió 
en Fraocia, porque invadía la competencia del poder secular, pero 
se reprodujeron sus disposiciones por las ordenanzas de nues­
tros reyes. 

El documento legislativo mas importante en esta materia, es la 

(l) Eo oposicion á las palabras de futuro, que solo envolvían una 
promesa de matrimonio. 

(2) _ Juz~á~dose entonces las cuestiones de matrimonio por lo~ priora­
tos, anade_801_c~au (Coc. cit.): oQuid absurdius es~et, si id qu-ol'I a judici­
bus eccles1ast1c1s sacramentum esse contend1t11r seu res sacramentalis et 
mystica. non oisi f:;Cripl1s et tabellfonibus adhibilis coolicP.re ltceret.?,> 
. (3) Lo_s matrimoo1os claodestioos anteriormente contrai,1os permane­

cieron táhdos. Tametsi du.bitandum non e,t añade el Concilio clandes­
tina "!'atri_monia li~o contrahentium conae:U.u {acta, rata ess~ et vera 
mat!"•m~nta, quandu~ eeclesia ea iN"ita non fecit. Ano respecto del por• 
venir, CIDcueota y seis prelados se pronunciaron contra la nulidad. 
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ordenanza de f659 (arl. 7.º), que renovaba y completaba los regla­
mentos anteriores mal ejecutados, especialmente el art. 40 de la 
ordenanza de Blois de l5i9. En ella se prohibió á todo juez recibir 
prueba por testigos de promesas hechas por palabras de presente, 
delante de los parientes y amigos, y se mandó que se estendiera 
acta de la celebracion en presencia de cuatro próximos parientes. 
En cuanto á la prueba deducida de la po,esion de estado, se decia 
con mucha razonen general (V. Danty, sobre Boiceau loe. cit.), que 
desde que el consentimiento libre de las formas requeridas no pndia 
constituir ya una union legal, esta posesion desnuda de todo otro 
adminículo, era mas bien la prueba del libertinaje y del escándalo 
que la de un matrimonio contraído. Sin embargo, cuando las cir­
cuostancias eran muy favorables, se volvía aun algunas veces á la 
aotigua doctrina (i). Por eso, se reconoció por sentencia del Parla­
lamento de París de 7 de enero de i6i6 á una mujer que no podia 
producir partida de matrimonio la cualidad de viuda de un procura -
dor, por razon de una poses ion de estado de trein La y nueve aiios. 
Además, é independientemente de la disposicion de la ordenanza 
de i667 (tít. XX, art. f7), que autorizaba la prueba por testigos en 
caso de pérdida ó de no existir los registros, como la autoriza aun 
en el día el art. 46 del Código de Napoleon, se miraba la posesion 
de estado, ó un principio de prueba por escrito, como bases sufi­
ficientes para autorizar la prueba testimonial. (V. Danty, Loe. cit.) 

197. En el dia, no puede haber ya cuestion sobre las palabras 
de presente, por haber llegado á ser enteramente estrañas á nues­
tras costumbre, (2). La posesion de estado en una época en que la 

(t) La jurisprudencia de los Parlamento, en el último siglo admitió 
tamb1eo, de un modo general, la prueba por posesioo de e.sta~o de los ma­
trnnonios protesta ates, para lo,; que nu se habta establecido fórmula algu­
na, y que habian sido 1 segun el leo3t1aje del ttempo, celebrados en el de• 
.sierto, Ksta juriiiprudeoc1a se fundaba ea una especie de necesidad social. 
Porque habtd, de;de t740, segun nos rafiere Ellas de Beaumoat, mas de 
cuatrocientos mil matrimonios de esta naturaleza. 

(2) El derecho co,uun en loglaterra y eo América (oúm. 199) admite 
,et m~tri1oonio per verba de prresenti y per verba de füturo, cuan~o ha 
tiegu1do la collílbrtac1ou (M. Grl:leoleaf, toin. ll, pág. 459). Eu el terr1tor10 
Jmtáoieo propidmente d1cho, se ¡,rt!scrib1ó ¡,or un estatuto de Jorge U en 
t154, la celebrdCtOll ante uo mioistro del culto; pero en otras partes, á 
Jdlla de estatutos locales, es aplicaiJle la anugua regla, especialmeole en 
c1erlas colonias inglesas (ibid., nota 2) do.ade no pueden celebrarse los 
matrimonios en forma debida. 
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ag\omeracion de la poblacion en las grandes ciudades es tan con­
siderable, y en que es tan fácil mudar de domicilio, se prestaría 
singularmenle al fraude. 

Además, hacer que no produzca esta posesion los efectos que 
produjo en otro tiempo, no es, propiamente hablando, introducir 
una restriccion á la admisibilidad de la prueba testifical. Doy, como 
en otro tiempo, se puede muy bien poner en evidencia por medio 
de una informacion de testigos, las relaciones maritales que existe11 
entre dos personas. Lo que se niega es que estas relaciones mis­
mas deban hacer presumir un malrimooio en forma. Los testigos 
son siempre aptos para probar los hechos, pero los hechos no soo 
ya concluyentes á los ojos de la ley. Frustra probatur, q11od pro­
batuin non relevat. ,La posesion de estado, dice el art. i95 del Có­
digo, no podrá dispensar á los pretendidos cónyuges que la invo­
quen respectivamente en su favor, de presentar la partida de 
matrimonio ante el oficial del estado civil., Despues de lodo, es 
difícil admitir que el pretendido esposo que obra contra el otro, 
no pueda recordar el lugar donde se contrajo el matrimonio. ln­
díquelo, pues, y á no ser que ocurra algun accidente, será filcil 
su comprobacion. Este es el vicio fundamental de la posesion de 
estado, cuando existen registros en buena forma. Y es de notar que 
en el asunto de i676, la preteodida viuda habia determinado el ln­
gar y la fecha de su matrimonio, y que habiéndose verificado la 
comprobacion en el libro de la parroquia designada, no se encontró 
indicacion alguna de matrimonio celebrado, en la época designada, 
entre las partes. Así, es bastante probable que la poses ion de estado 
de treiota y nueve años no era mas que un fraude hábilmeote 
prolongado. 

Debe notarse, sin embargo, en apoyo de la decision del Parla­
mento de París, que no se llevaban bien los registros segun el an­
tiguo derecho (núm. i89). La Audiencia de Bourges se mostró 
mas severa (17 de marzo de i850) respecto de la prueba de un ma­
trimonio, que se decía celebrado en i801, pero que solo se probaba 
por medio de una partida de notoriedad dada por el cura ecónomo 
Y por el maestro de escuela; los hechos alegado, eran anteriores al 
Código, pero se regían por la legislacion de !i92, que babia ya or­
ganizado la partida doble en forma de los registros ó libros. 

i98. No puede invocarse igual motivo respecto de los hijos que 
pueden ignorar muy bien el logar en que se casaron sos padres. 

• 
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Así, esLán autorizados para alegar la posesion de estado de sus au­
tores (1) para fundar su legiti,uidad, cuando en su acta ó partida 
de nacimiento nada contradice esta prelension (2) (Cód. Nap., ar­
ticulo 197)_ }fas para esto, es necesario que hayan muerto los dos 
esposos. Aluchas decisiones de la jurisprudencia (Tolosa, 24 de ju­
nio de 1820; París, ~f de junio de 1855) reusan asimilar el caso de 
ausencia de los esposos al de deíuncion. Esta inlerprelacion nos 
parece muy rigurosa. Lo que creemos cierto es, que si vive uno 
de los esposos, debe preguntársele sobre el lugar de la celebracion, 
No se debe tampoco distinguir si tiene ó no intereses contrarios á 
los de su hijo, porque la legislacion uo ha podido suponer que por 
una reticencia Fraudulenta, quiera un padre hacer descender á un 
hijo legítimo á la clase de bastardo (V. en este sentido una senten­
cia de 'folosa de 24 de julio de 1826). 

Esta presuncion de legitimidad que resulta de la posesion de 
estado en favor de los hijos. ¿admite la prueba en contrario? Hav 
un primer punto en que no podría haber duda: la posesion de esta·­
do no podría tener mas fuerza que la partida misma de celebracion; 
pues si bien prueba la existencia del matrimonio, no prueba su va­
lidez, y por eso se admite á probar que esLá paralizado por un im­
pedimento dirimente, tal como un primer malrimonio que no se ha 
disuelto (Douai, 8 de marzo de t845). El punto controvertido es la 
cuestion de si es permitido destruir la presuncion del art. 197 en lo 
tocante al hecho mismo de la celebracion, por ejemplo, oponiendo 
á los hijos una partida de matrimonio irregular, anterior á su naci­
miento. Por la afirmativa, se ha dicho que el artículo 197 prohibe 
solamenle disputar el estado de los hijos bajo pretesto de (alta de 
prese11tacio11 de la partida de matrimonio; pero que en el caso 

{I} No tenemos que ocuparnos aqul de otro efecto de la posesioo de 
estado (Cód. Nap-, art. 196}, que consiste en no admitir á los cónyuges la 
demaoda de nulidad de una partida irregular, pero corroborada por esta 
posesioo, Aquí no se trat~ ya de u.o medio de prueba, porque no es en 
·manera algun~ dudosa 1~ !rregufar1dad, srno de una escepcioo coolra la dé­
manda de nulidad por v1c10 de fonna, asi como la cohabitacion durante seis 
meses es una escepcion contra la demanda de rescisioo del consentimieoto 
por error ó por violencia (ibid., art. 181). 

_(2) El h!JD no está obligado á preseotar de ouOYO su partida de nací• 
miento par~ p_robar que no contradice la po~esioo de estado; porque el lu­
gar del oac1m1eolo puede .serle tan desconoc1do como el del mJ.lrimooio di, 
f:US padres. Quieo debe presentar esta partida soa los adversarios si há 
Jugará ello (Ageo, t8 de mayo de l~U; Tolosa ♦ de julio de 18♦3).' 
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de que tratamos hay mas que falta de presenlacion, puesto que 
hay produccion de una ae,ta ó partida irregular. Por la negativa, 
autorizada por una sentencia denegatoria del t I de agosto de 1841, 
se responde, que aquí se trata de una presuncion absoluta, desti­
nada á proteger el estado de los hijos, l' que por otra parte se su­
ministra la prueba contraria de un modo imperfecto, presentando 
una partida irregular, cuando los primeros esposos pudieron ulte­
riormente regularizar su posicion . 

199. En lo concerniente á la prueba directa por testigos de la 
celebracion pública del malrimonio, no tenemos nada que añadir á 
lo que hemos dicho del caso de p¿rdida de los registros, al hablar 
de lo, nacimientos y defunciones. Tal vez se podrá dudar de la ad­
misibilidad de esta prueba, cuando no se han llevado registros. No 
siendo el matrimonio, se dirá, un hecho del órden de la naturaleza. 
sino un acto sujeto á ciertas formas, no hay nada absolutamente, 
fallando estas formas; así como seria imposible verificar un contrato 
de matrimonio en una poblacion donde no hubiera notario. Pero 
esta opinion rigurosa seria contraria al art. 46 del Código, así como 
al artículo correspondiente de la ordenanza de 1867. No se puede 
imputará las partes el haberse conformado con la práctica de los 
oficiales civiles, salvo la responsabilidad de estos oficiales. Por otra 
parte, el malrimonio no es un contrato literal; su esencia n_o estriba 
en el acta ó partida escrita, sino en el consentimiento dado públi­
camenle ante un oficial civil competente ( ibiá. art. 165) . Esto es 
lo que resulta del texto del art. 75 del Código, en que vemos á un 
oficial civil pronunciar que las partes eslán unidas por medio del 
matrimonio, despues de este11der acta ó partida, lo que indica ,;n duda 
que el acta solo sirve para la prueba; y tal era tambien la doctrina 
dePothier (V. su T,atado áel contrato de matrimonio, núm. 738). 
Babria tambien menos dada en el caso de que el matrimonio se 
hubiera contraído en el eslranjero, en un país donde no se llevasen 
registros en debida íorma. Así es como se ha validado, apoyándose 
sobre lodo en la posesion de estado, los matrimonios conlraidos 
durante la espedicion de Egiplo por generales franceses con muje­
res del país, bien que no se presentara prueba alguna por escrito 
{V. sen. deo. de 8 de junio y de 7 de setiembre de 1809; París 9 
4e agosto de 1815). Si nuestros tribunales han rehusado admitir un 
pretendido matrimonio que se hubiera verificado en Pensilvania, país 
donde se admite la posesion de estado, e5 porqne no reconocieron, 


